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SUGERENCIAS PARA UNA VISION ACTUAL DEL DERECHO 
ADMINISTRATIVO CANONICO 
SUMARIO: l. LA IX SEMANA ESPAÑOLA DE DERECHO CANÓNICO. 1) Introducción. 2) Re-
seña de las ponencias. 3) Algunas reflexiones críticas: necesidad de una 
revisión del tema. 11. EL CAMPO ADMINISTRATIVO EN LA DOCTRINA CANÓNICA. 
4) Problemática en torno a la individuación de la potestad administrativa 
de la Iglesia: criterio orgánico. 5) Id., criterio formal. 6) Id., criterio 
material. 7) La jurisdicción administrativa. 8) Observaciones críticas. 
111. BASBS PARA UN NUEVO PLANTEAMIENTO. 9) La Ciencia del Derecho ad-
ministrativo: orígenes y tendencias actuales. 10) Reflexiones críticas sobre 
la aplicación de los esquemas seculares al ordenamiento canónico. Conse-
cuendas. 11) Valoración de los trabajos de la Semana desde el punto de 
vista propuesto. 
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1. El Instituto San Raimundo de Peñafort del Consejo Superior 
de Investigaciones Científicas, ha publicado recientemente las ponen-
cias de la IX Semana Española de Derecho Canónico, en un volumen 
editado, bajo el título "Aspectos del Derecho Administrativo Canó-
nico" •. 
• Aspectos del Derecho Administrativo canónico. Trabajos de la IX Semana de 
Derecho Canónico, C.S. I.C., Instituto San Raimundo de Peñafort. Salamanca, 1964. 
Este volumen contiene las ponencias de la IX Semana de Derecho Canónico, que. 
org~nizada por el Instituto San Raimundo de Peñafort, tuvo lugar en la Universidad 
«María Cristina. de El Escorial '¡os días 17 al 22 de septiembre de 1962. Recoge los 
siguientes trabajos: 
GARcfA-TRBVIJANO Fos: Panorama actual del Derecho Administrativo (págs. 11-15). 
URRUTIA: El campo administrativo en la actividad de la Iglesia (págs; 17-47). 
LOMBARDfA: El estatuto personal en el ordenamiento canónico (págs. 51-66). 
ALONSO LOBO: Organización de las Asociaciones de los fieles (págs. 67-86). 
SBTltN: Organización de las asociaciones sacerdotales (págs. 87-116). 
PIÑERO CARRIÓN: Problemdtica actual sobre los Institutos Seculares (págs. 117-134). 
BONBT: Organización del apostolado seglar (págs. 135-140). 
G. BARBERBNA: La sanción penal de las personas jurídicas como acto administra-
tivo (págs. 141-155). 
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Esta publicación presenta un extraordinario interés, por cuanto 
viene a plantear de nuevó una cuestión verdaderamente importante 
en el panorama actual de los estudios canónicos. Durante los últimos 
treinta. años han aparecido una serie de trabajos, que respondían a la 
pretensii5n .<;le situar, en el cuadro de los estudios canónicos, el preciso 
perfil del Derecho Administrativo de la Iglesia; sin embargo; sus fru-
tos dificilmente pueden considerarse aportaciones definitivas, cosa, 
por otra parte, perfectamente lógica, si tenemos en cflenta que el fin 
pretendido constituye una empresa ardua y difícil, por razón de los 
múltiples factores que es preciso tener presentes y los numerosos pro-
blemas que exigen solución. 
Junto a las inquietudes sobre la vida de la sociedad eclesiástica que 
intentaban arbitrar los medios técnicos más adecuados, desdé el punto 
de vista jurídico, con objeto de asegurar una mayor eficacia de las 
garantías de los súbditos de la Iglesia frente a posibles excesos de po-
der de los órganos eclesiásticos. hay que tener en cuenta los estudios 
que pretendían, simplemente, una más correcta descripción y concep-
tualización técnica de la realidad eclesiástica en el ámbito, tan impre-
ciso como difícil de definir y delimitar, de lo que habitualmente se sue-
le llamar Derecho Administrativo Canónico. 
En estas circunstancias, la iniciativa del Instituto San Raimundo 
de Peñafort de someter a la atención de los semanistas el estudio de 
algunos aspectos del Derecho Administrativo Canónico, garantizaba 
sin duda alguna el éxito de la reunión y ponía una vez más de relieve 
el esfuerzo que las Semanas vienen realizando para fomentar el desa-
rrollq de la ciencia canónica. 
El volumen se inicia con unas palabras de presentación del Prof. 
L.de Echeverría quien, después de señalar "la importancia que ha ad-
quirido 10 administrativo dentro del ordenamiento canónico", 10 que, 
desde luego, justifica plenamente la elección del tema, precisa que. al 
proponer esta mateI1ia como objeto de estudio de los semanistas, "no 
se trataba evidentemente, de repetir las nociones generales acerca de 
la Administración económica, de las asociaciones de fieles, o de los 
SANZ VILLALBA: La Curia Romana, órgano de la Administración de la Iglesia 
(págs. 159-186). 
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G. FAILDE: La Curia episcopal jurídica (págs. 187-210). 
ECHEVERRfA: La Curia episcopal pastoral (págs. 211-248). 
ENRIQUE y TARANCÓN: Lo administrativo y lo pastoral (págs. 251-270). 
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Institutos Seculares, sino de fijarse en el aspecto administratdvo, de 
organización, de cada una de las instituciones jurídicas examinadas" 1. 
Respondiendo a a esta idea, el esquema general de la semana pre-
senta dos trabajos, a modo de introducción; en el primero se estudian 
las relaciones entre el Derecho Administrativo y el Derecho Canó-
nico y en el segundo el campo . administrativo en la actividad de la 
Iglesia. A continuación se dedican varias ponencias al estudio del 
contenido de la organización eclesiástica, para examinar después los 
órganos de la Iglesia: Curia Romana y Curia Episcopal. A modo de 
conclusión, la última ponencia considera las relaciones entre lo ad-
ministrativo y lo pastoral. 
2. El Prof. García Trevijano, en su ponencia "Panorama actual 
del Derecho Administrativo y su conexión con el ordenamiento ca-
nónico", expone el enfoque actual de los estudios administrativos, 
desde la vertiente de la Oiencia de la Administración. Después de in-
dicar los principales problemas que hoy tiene planteados esta ciencia, 
estudia brevemente las posibilidades y las dificultades que se presen-
tan para una construcción sistemática del " Derecho Admdnistrativo 
Canónico. 
El profesor de Comillas. P. Urrutia, estudia el "Campo adminis-
trativo de la actividad de la Iglesia". La amplitud del tema determi-
na su tratamiento y condiciona las posibilidades del autor que en el 
"Epílogo" de su trabajo afirma: "la pretensión que hemos tenido en 
esta ponencia, y que creemos encaja perfectamente dentro de la fi-
nalidad de una Semana, no ha sido decir la última palabra sobre al-
guna controversia, sino abrir horizontes a ulteriores estudidos" 2. 
Para conseguir este objetivo, el ponente hace un suscinto examen 
de la diversidad de funciones en la sociedad perfecta y su aplicación 
al Derecho Canónico. deteniéndose de modo. especial en el problema 
de la interferencia de las funciones realizadas por los distintos órga-
nos. La ciencia " de la Administración eclesiástica, el Derecho Admi-
nistrativo Eclesiástico, la potestad administrativa y la organización 
administrativa. son otros tantos temas que, sumariamente, estudia el 
ponente. 
1. Cfr. Aspectos ... , p. 7. 
2. Cfr. URRUTIA, El campo administrativo de la actividad de la Iglesia, en .As-
pectos ... », O.C., p. 45. 
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Realizado el estuddo general de estas cuestiones; el autor se 
muestra inclinado a aceptar la división tripartita de funciones en la 
Iglesia, aportando algunas ideas en torno a la posible delimitación 
de la función administrativa. 
Supone una innovación en el campo de la .ciencia canónica el tra-
bajo sobre · "El estatuto personal en el ordenamiento canónico", reali-
zado por el Prof. Lombardía. Al hablar de estatuto personal se refie-
re el autor "a aquel aspecto del conjunto de situaciones jurídicas acti-
vas y pasivas reconocidas y tuteladas por las normas de la Iglesda que 
está ligado a la consideración de la persona en su ser natural (llama-
do a las realidades sobrenaturales), en su elevación al orden de la 
gracia e incorporación a la sociedad eclesiástica y en su espécifica si-
tuaoión cara a la consecución del fin supremo de la salvación de las 
almas" 3. 
Desde este punto de vista, el autor estudia la situación jurídica 
de los clérigos. de los religiosos y de los laicos y explica las bases del 
contenido jurídico-canónico de estos tres estados y sus matices pe-
culiares con respecto a las relaciones entre ordenamiento de la Igle-
sia y ordenamiento estatal, por razón de la función eclesial que les 
está encomendada. 
El tema, sugestivo e interesante, no parece, sin embargo, encua-
drable dentro del objeto propio de la Semana, cosa que, por otra par-
te, advierte el propio autor, al decir que "no se trata ·de una cues-
tión de Derecho Administrativo Canónico" ". 
El P. Alonso Lobo, P"ofesor de la Facultad de Derecho Canónico 
de Salamanca, estudia la "Organización de las asociaciones de los 
fieles" . . Parte el autor de la sociabilidad humana en su doble aspec-
to civil y religioso para explicar la libertad de asociación y su rele-
vancia jurídica. Después de considerar las asociaciones de fieles en la 
Iglesia, el ponente hace un detenido estudio de la naturaleza jurídica 
de la Acción Católica, para concluir diciendo que es "una Pía Unión 
constituida a modo de cuerpo orgánico". Finaliza el trabajo, con unas 
sugestivas ideas para una nueva regulación jurídica de las asociacio-
3. Cfr. LOMBARDfA, El estatuto personal en el ordenamiento canónico, en .As-
pectos .... ,o.c., p. 53. 
4. Cfr. LOMBARDfA, O.C., p. 53. 
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nes de fieles, con vistas a la futura revisión del Código de Derecho 
Canónico. 
La organización de las asociaciones sacerdotales es el tema de la 
ponencia desarrollada por el Prof. Setién. La inexistencia de una re-
gulación de esta materia, expLica, en cierto modo, la escasa evolución 
y madurez de esta institución en la vida de la Iglesia, 10 que mueve al 
autor a tratar el tema con gran visión realista, desde un punto de 
vista sociológico, que sirva de base para una formulación jurídica pos-
terior tendente a subsanar las lagunas que en esta materia existen en 
el ordenamiento canónico. 
Los institutos seculares, desde el momento de su creación, han 
sido uno de los temas que han despertado mayor interés en la doctri-
na canónica. Piñero Carrión, en la ponencia "Problemática actual 
sobre los institutos seculares". analiza las razones que provocaron la 
aparición de esta figura en la vida de la Iglesia y la intención del le-
gislador al arbitrar su adecuada configuración jurídica en el ordena-
miento canónico. De este análisis deduce el autor la neta distinción 
entre las religiones y los institutos seculares, distinción, sin embargo, 
qué la práctica y la interpretación departe de la doctrina ha oscure-
cido de modo notable. 
En consecuencia, el autor propone como idea central de las con-
clusiones la "distinción clara y terminante, en competencia y en tra-
tados técnicos, entre el Derecho de Religiosos, y el de Institutos Se-
_ culares. sin acomodaciones ni asimilaciones, sino con un Derecho 
constructivo que realice día a día la riqueza de la idea de los Institu-
tos" 5. 
D. Alberto Bonet, al estudiar "La organización del apostolado se-
glar" , manifiesta la importancia de esta nueva realidad social en la 
vida de la Iglesia, y pone de relieve el interés de los estudios jurídicos 
que suscita: problemas de organización, relaciones con la jerar-
quía, etc. 
El Prof. García Barberena examina "La sanción penal de las per-
sonas jurídicas como acto administrativo". El trabajo acredita una 
vez más las garantías de solidez y profundidad a que nos tiene acos-
S. Cfr. -PlliiERO CARRIÓN, Problemática actual sobre los Institutos Seculares, en 
«Aspectos .... , O.c., p. 134. • 
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tumbrados, a lo largo de todos de sus estudios, el prestigioso profe-
sor de la Universidad Pontificia de Salamanca. Después de realizar un 
detenido estudio de la naturaleza de las personas jurídicas, el autor 
plantea la siguiente alternativa: la sanción de las personas jurídicas 
"o es un acto de justicia punitdva o es un acto de administración" 6. 
La primera posibilidad queda excluída por razón de la misma natu-
raleza de las personas jurídicas. "Queda como única solución la se-
gunda hipótesis, que aceptamos; hipótesis que justiflica la presenta-
ción de esta sencilla comunicación a la IX Semana de Derecho Canó-
nico dedicada a los aspectos del Derecho administrativo de la Igle-
sia" 7. 
"La Curia Romana, órgano de la administración de la Iglesia", 
es la ponencia presentada por Mons. Sanz Villalba, en la que estudia 
separadamente los órganos administrativos de la Iglesia y la organi-
zación administrativa eclesiástica. Para el estudio de la pl'limera cues-
tión, siguiendo una linea tradicional, parte del concepto de la divi-
sión de poderes en la Iglesia para culminar esta parte con un· estudio 
detenido de los remedios jurisdiccionales de la Iglesia. 
Más interesante, a nuestro modo de ver, es el examen, realizado 
por el autor, de la organización administrativa eClesiástdca, tanto, 
por razón del sugestivo esquema seguido, como por el conjunto de da-
tos que aporta sobre el funcionamiento de la Curia, que suponen un 
extenso conocimiento de la cuestión examinada. 
En este orden de ideas se mueve el Dr. García FaJilde, al desarro-
llar su trabajo sobre "La Curia Episcopal jurídica", que estudia desde 
tres puntos de vista: a) la amplitud de la C:uria, b) formas cómo debe 
desarrollarse la función administrativa de la Curia, c) medios para el 
ejercicio de la función administrativa. Siguiendo este esquema, el 
autor analiza las diversas facetas de la diócesis, abogando por una 
reforma de la misma, que tienda a revitalizarla para el mejor cum-
plimiento de la misión que le está asignada. 
El Prof. Echeverría estudia en su ponencia la curia episcopal pas-
toral; es decir, "el conjunto de aquellos organismos de carácter dio-
cesano, no disciplinados en el Código de Derecho ·· Canónico, creados 
6. Cfr. G. BARBERENA, La sanción penal de las personas jurídicas, en «Aspectos ...• , 
o.c., p. 155. 
7. Cfr. G. BARBERENA, O.C., p. 155. 
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con finalidades directamente pastorales, y desprovistos, por consi-
guiente, de un contenido l'Iigurosamemnte jurídico" 8. El intento es, 
sin duda, arduo, dada la falta de bibliografía y la dificultad de mane-
jar fuentes muy dispersas; por otra parte, son tan variadas las expe-
riencias que en este punto se han realizado, que es verdaderamente 
difícil reducir tan rica problemática a un cuadro sistemático. 
El autor, al ocuparse de este tema, muestra una vez más su pre-
ferencia por temas verdaderamente vivos, sin dejarse sugestionar por 
lo que está regulado en el Codex, a la hora de localizar las cuestiones 
que tiene que estudiar el canonista. Una rápida visión histórica, la 
exposición de la situación actual y una revisión crítica, son los frutos 
del trabajo del ponente. 
El mismo explica los medios utdlizados para llevarlo a cabo: "he-
mos ido directamente a las fuentes examinando unos doscientos si-
nodos diocesanos y concilios provinciales de los siglos XIX y X X Y 
los datos que nos proporcionaban los Anuarios eclesiásticos que nos 
ha sido dado consultar. En conjunto podemos decir que nuestra en-
cuesta ha sido elaborada sobre datos de unas 500 diócesis, aunque las 
citadas expresamente sean muchas menos" 9. 
Se · cierran los trabajos de esta interesante Semana española de 
Derecho Canónico, con un estudio de Mons. Enrique y Tarancón so-
bre "Lo administrativo y 10 pastoral". Las tendencias modernas a 
una consideración más espiritualista de la Iglesia, en detrimento de 
los aspectos jurídicos de la misma, hacían necesario el planteamien-
to de esta cuestión, con objeto de situar debidamente el problema y 
eVlitar así los riesgos que todo extremismo lleva consigo. El autor con 
una clara visión del tema tratado, expone de forma gráfica el lugar 
que a cada cuestión le corresponde, por razón de su importancia, al 
afirmar "que 10 jurídico-administrativo ha de ser como el Cuerpo de 
la Iglesia. Lo pastoral, el alma. Un hombre sin cuerpo no sería hom-
bre. Sin alma sería un cadáver. La Iglesia necesita de cuerpo y alma; 
necesdta del dogma, de la pastoral y de las estructuras jurídico-admi-
nistrativas" 10. 
8. Cfr. ECHEVERRfA, La curia episcopal pastoral, en «Aspectos ... • , o.C., p. 211. 
9. Cfr. ECHEvERRÍA, O.C., p . .212. 
10 . . Cfr. ENRIQUE y TARANC6N, Lo administrativo y lo pastoral, en «Aspectos ... », 
O.c., p. 255. 
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, 3. La valoración crítica de los trabajos examinados exige resal-
tar la nueva orientación que, en la IX Semana española de Derecho 
Canónico, se ha pretendido dar a los estudios ad~inistrativo-canóni­
coso Así, por una parte, se trata de ampliar el concepto de lo admdnis-
trativo en la Iglesia, restringido en la terminología del Codex al de la 
Administración económica, y, por otra parte, se relega a un segundo 
plano la tradicional polémica sobre la distinción de potestades y la 
existencia de una jurisdicción administrativa en la Iglesia. 
Desde esta nueva perpectiva, se contempla la organización en su 
conjunto y se estudia en toda su amplitud la administración ecle-
siástica. El criterio elegido parece sin duda acertado, si bien, a nues-
tro modo de ver, entraña el ~iesgo evidente de dispersarse en los di-
versos aspectos de la administración: sociológicos, organizativos, po-
líticos, etc., y no centrar debidamente el aspecto jurídico, que debe 
ser, en definitiva el objeto propio del Derecho Administrativo. Con es-
to no se pretende decir que esas cuestiones no interesen a la éiencia 
jurídica, pues esta materia es precisamente la realidad sobre la que 
ha de operar; lo que se intenta 1ndicar es que no todo lo referente a 
la Administración es jurídico, y, menos aún, Derecho Administrativo, 
y es, cabalmente, al jurista al que le corresponde indagar, acotar y 
determinar el ámbito jurídico de la Administración. 
La, lectura de las ponencias mencionadaS nos ha parecido confir-
mar la existencia de ese riesgo, que puede poner en duda la · validez 
del método empleado y la eficacia de los estudios realizados. Sin em-
bargo, para emitir un juicio certero de esta Semana, nos parece opor-
tuno considerar brevemente siquiera algunos puntos que pueden arro-
jar luz sobre esta cuestión. En primer lugar, se intentará exponer 
cuáles son los temas, que al respecto, ha estudiado de modo preferen-
te la doctrina y los criterios que se han adoptado para la realización 
de estos estudios. A continuación habrá que tener en cuenta la situa-
ción actual de la ciencia del Derecho Administrativo por razón de la 
crisis y renovación de métodos de estudio que se advierte entre los 
que se ocupan de ella, desde el punto de vista del Derecho del Estado. 
Concluídos estos estudios previos será posible hacer algunas con-
sideraciones críticas sobre los trabajos de la Semana y exponer algu-
nas reflexiones sobre el tema estudiado en ella. 
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4. La reforma de la Curia Romana llevada a cabo por Pío X, 
mediante la Constitución "Sapienti ConsiLio", circunscribe la compe-
tencia de las Congregaciones a las decisiones "administrativa ratione 
et disciploina tramite", y las excluye taxativamente del conocimiento 
de "causas contentiosas tam civiles quam criminales, ordinem iudi-
ciarium cum processu et probationes requirentes". 
Esta delimitación de atribuciones ha sido interpretada por la doc-
trina como un intento de especificación de los órganos eclesiásticos 
por razón de las funciones que les están encomendadas, consideran-
do así a las Congregaciones como órganos típicamente administrati-
vos, en base a dicho criterio funcional y a las disposiciones antes 
citadas. 
En torno a esta cuestión se ha precisado, siguiendo la tesis kel-
seniana. que también en Derecho Canónico la distinción entre la po-
testad judicial y la administratdva se ha de establecer en base a un 
criterio orgánico. La función tan sólo puede individuarse por razón 
de los órganos que la realizan, ya que toda la actividad de la potestad 
pública reside en la producción y aplicación de las normas 11. Según 
esta teoría, no existe distinción esencial entre la potestad legislativa, 
judicial y . administrativa. No existe, por tanto, diferencia interna en-
tre la sentencia judicial y el acto administrativo. Se distinguen por 
razón del órgano que las origina: el juez, independiente e inamovi-
ble y los funcionarios administrativos, que no gozan simultáneamen-
te de las dos garantías. 
La aplicación de esta teoría al Derecho Canónico encuentra, sin 
embargo, no pocas dificultades. Por una parte, al residir en el Papa y 
en los Obispos la triple potestad legislativa, judicial y ejecutiva, re-
sultaría supérflua esta distinción, ya que la unidad del órgano su-
pondría la identidad de funciones. Por otra parte, hay que tener en 
cuenta que, aún después de la reforma piana, la indicada delimita-
ción funcional se encuentra obstaculizada en la práctdca por la difi-
cultad de hallar un criterio adecuado, que permita determinar el ór-
11. MELICHAR, Gerichtsbarkeit und Verwaltung im staatlichen und Kanonischen 
Recht, Viena, 1948. 
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gano competente que ha ·de conocer de aquellas materias-$uscepti-
bIes de tramitarse por vía judicial o administrativa. La constitución 
"Sapienti Consilio" no da una norma clara y taxativa, en orden a la 
resolución de este problema, por 10 que la especialización de estos ór-
ganos según un cl'literio funcional resulta un tanto vaga e impreci-
sa 12. Corrobora esta afirmación la imposibilidad de establecer una 
correspondencia plena entre órgano y actividad, ya que los órganos 
judiciales ejercen funciones administrativas y los administrativos 
funciones judiciales 13. 
Por consiguiente, parece evidente que el criterio de distinción 
entre ambas potestades ha de buscarse por otros caminos. En este sen-
tido, se ha indicado que para discernir el carácter de la función de 
la potestad es necesario remitlirse, no al término "quo" -el órgano-
sino a la cosa -naturaleza del asunto- y a la forma -proceso-
de tramitación 14. 
5. Una parte de la doctrina 15 considera que la distinción entre 
potestad judicial y administrativa. tan sólo puede establecerse de 
acuerdo con un criterio formal, es decir, por razón de la · distinta 
forma de proceder en cada caso. La potestad administrativa reser-
vada a las Sagradas Congregaciones, no debe entenderse, por tanto, 
como un poder que se ejercita sobre objetos distintos de aquéllos de 
que conoce el poder judicial, sino más bien de un poder que se ejer-
ce sobre los mismos objetos, pero con un procedimiento distlinto. Por 
tanto, la vía administrativa y la judicial parecen ser dos caminos 
'distintos para decidir la misma cuestión. Así, de acuerdo con la 
12. M6RSDORF, Rechtsprechung und Verwaltung in Kanonischen Recht, Fribourg· 
en-Brisgan, 1941; De relationibus inter potestatem administrativam et iudiciálem in 
iure canonico, en «Questioni attuali di Diritto Canonico», Roma (1955), pp. 399 Y ss. 
LEFEBVRE, Pouvoir judiciaire et pouvoir administratif en droit canonique. A propos d'un 
livre récent, en «Ephemerides iuris canonique», t. V (1949), pp. 339-353; De exercitio 
potestatis iudicialis per organa administrativa, en «Questioni attuali... », Roma (1955), 
pp. 435 Y ss.; La jurisdiction administrative en droit canonique, en «L'année canoni-
que» (1954-55), t. 111, p. 63. BERNARDINI, Problemi di contenzioso administrativo cano-
nico specialmente secondo la giurisprudenza delle Sacra Romana Rota, en «Acta 
Congressus iuridici internationalis», v. IV (Roma), 1937, pp. 367 s.; De exercitio po-
testatis administrativae in ambitu tribunalium, en «Questioni attuali... »,Roma (1955), 
pp. 448 Y ss. 
13. M6RSDORF, De potestate administrativa et iudiciali, en «Questioni attuali di 
Diritto canonico», Roma (1953), p. 416. 
14. WERNZ-VIDAL, lus Decretalium, 11, p. 487. 
15. CAPPELLO¡ De Curia Romana, 1, 50, ss.; MAROTO, lnstitutiones, 863 § 2; 
WERNZ-VIDAL, o.c., pp. 482 ss. 
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constitución "Sapienti Consilio", no se puede hablar de materias 
que deben ser tratadas necesariamente en vía judicial y materias 
que deben ser tratadas necesariamente en vía administrativa 18. 
Esta doctrina, sin embargo, resulta insuficiente a la hora de 
explicar la existencia de algunas mateflias de exclusiva e inderoga-
ble-competencia administrativa, así como otras de competencia ju-
dicial exclusiva 17. En efecto, si se propone a la S.R. Rota una cues-
tión que debe ser tratada de modo administrativo, éste tribunal debe 
declararse incompetente y remitir la causa a la S. Congregación 
competente en esa materia 18. 
Por tanto, el problema se centra en saber cuando una cuestión 
ha de seguir la vía judicial o la administrativa, ya que, como se ha 
dlicho con anterioridad, no existe ninguna norma que lo determine. 
Se ha pretendido resolver esta cuestión afirmando que la resolución 
corresponde en cada caso a la Congregación o al Tribunal que cono-
ce del asunto y en última instancia a la Comisión de Cardenales a 
que hace referencia el c. 245, que basarán su decisión en criterios de 
oportunidad o conveniencia 19. 
6. Desde otro punto de vista, se ha pretendido hallar un crite-
rio coherente y objetivo, que permita distinguir la potestad judicial 
de la administrativa. en base a la naturaleza de los actos de su pro-
pia competencia. Paradetermd.nar este criterio material, la doctrina 
se ha visto precisada a recurrir a la doctrina civilista, aplicando sin 
discriminación las distintas teorías elaboradas por aquélla. 
Se ha considerado así un criterio válido de distinción en Dere-
Cho Canónico entre la materia judicial y la administrativa, la dife-
renciación civilista entre derecho subjetivo e interés. La lesión de un 
derecho subjetivo da lugar a una acción judicial; la lesión de un in-
terés permitirá la interposición de un recurso administrativo 20. A la 
16. WERNZ-VIDAL, O.c., p. 487. 
17. BERNARDINI, Problemi di contenzioso administrativo canonico, en «Acta Con-
gressus iuridid internationalis. (1934), vol. IV, p. 367. 
18. Normae peculiares, 1, 3. 
19. JOHNSON, De distinctione inter potestatem iudicialem et potestatem admini-
strativam in iure canonico, en • Apollinaris», 9 (1936), pp. 266. Sin embargo, ¿con qué 
criterio han de resolver las Congregaciones y la citada comisión? 
20. Esta distinción no parece exacta, ya que de la actuación de la Administra-
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potestad judicial le corresponderá, por tanto, la tutela de los dere-
chos y a la potestad administrativa la tutela del interés o utilidad 
que carezca de acción judicial 21. En consecuencia, se establece el 
principio general de que si la cuestión se basa, no en un derecho es-
tricto, sino en un interés el tribunal se debe declarar incompetente 
y debe remitir el caso al órgano administrativo correspondiente; por 
el contrario, si la cuestión se funda en un derecho, el órgano adnti-
nistrativo debe declararse incompetente y remitir la cuestión al tri-
bunal competente 22. 
Abundando en este criterio material, se ha puesto de relieve la 
distdnción entre la función judicial y la administrativa. La actividad 
judicial es actividad secundaria y sustitutiva, mientras que la ad-
ministrativa es primaria y en causa propia 23. La potestad del juez 
se agota en la sentencd.a, de tal forma que una vez pronunciada no 
tiene ninguna facultad para revisarla, mientras que la jurisdicción 
administrativa de ningún modo se agota con el acto administrativo, 
pudiendo revocarlo o moddficarlo libremente 2 •• 
Esta tesis, no obstante, no ofrece tampoco un criterio comple-
to y seguro que permita distinguir netamente la potestad judicial de 
la administrativa y así lo ha reconocido uno de sus más ilustres de-
fensores al aflirmar que todavía no se ha encontrado un criterio vá-
lido que permita distinguir con carácter universal ambas potes-
tades 25 • 
Frente a las posturas parcialistas que han pretendido delimitar 
la naturaleza de la potestad judicial y administratdva de una forma 
unilateral, apoyándose en alguno de los criterios hasta ahora rese-
ñados, la doctrina moderna, en general, ha procurado superar estas 
diferencias, estudfando conjuntamente los distintos aspectos de am-
ción se originan derechos, cuando la acción es vinculada, e intereses, cuando la activi-
dad es discrecional. Limitar la relación entre administración y administrado al con-
cepto de interés, para contraponerlo al concepto de derecho -base de la acción ju-
dicial- parece injustificado. 
21. OJETTl, De Curia Romana, Roma, 1910. 
22. J ONHSON, o.c., p. 266. 
23. BERNARDINI, Problemi di contenzioso ... , p. 389. 
24. MijRSDORF, De potestate administrativa et iudiciali, en .Questioni attuali di 
Diritto Canonico», Roma (1953), p. 142. 
25. EICHMANN-MijRSDORF, Lehrbuch der Kirchenrechts, 111, p. 19. 
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bas potestades 26, debido a que el criterio de ddstinción no puede ha-
llarse en una sola nota, sino en varias simultáneamente 27. 
De esta forma, se han estudiado con prolija atención las carac-
terísticas peculiares de cada potestad en el ordenamiento canónico, . 
en atención al órgano, al procedimiento y a la naturaleza del acto 28. 
7. Una de las característdcas distintivas entre la potestad ju-
dicial y la administrativa que ha resaltado la doctrina administrati-
va secular se basa en la independencia del poder judicial y en la su-
misión a control de la Admindstración. Las sentencias judiciales sólo 
son revisables en instancia superior por el mismo poder judicial. Los 
actos administrativos, por el contrario, son susceptdbles de revisión 
por una jurisdicción superior extraña, o al menos independiente, de 
la Administración. Los actos administratdvos que lesionan derechos 
o intereses legítimos o supongan la infracción de una norma legal, 
pueden ser sometidos al exámen de una jurisdicción superior, lla-
mada generalmente conteciosa-administrativa. 
La doctrina no ha rehusado tampoco estudiar este problema en 
el ámbito del ordenamiento canónico 29, y en sus conclusiones algu-
nos autores han reconocido en algunas instituciones canónicas las 
características propias de la jurisdicción administrativa. Pero, no 
todos lo han interpretados de igual manera, ya que de una parte 
se quiere encontrar esta jurisdicción en la actividad judicial desa-
rrollada por los órganos administratdvos eclesiásticos 30, Inientras 
que, desde otro punto de vista, esta jurisdicción reside en los tribu-
26. Sería más técnico substituir las clasificaciones minuciosas, que suele h::cer 
la doctrina canónica a:l tratar la potestad e:;lesiástica, por elconsepto de potest::.d 
unitaria que se especifica por razón de las distintas funciones y que se concreta en 
núcleos inferiores de actividad judisdiccional --órganos- mediante 'ia atribución de 
competencias para el ejercicio de aquellas funciones. 
27. GOYENECHE, De distinctione inter res iudiciales et administrativas, en «Ques-
tioni attuali di Diritto Canonico>i, Roma (1953), p: 425. 
28. M<>RSDORF, De relationibus inter potestatem ... , pp. 339 y ss.; GOYENECHE, 
De distinctione inter res iudiciales et administrativas in iure canonico, en «Questioni 
attuali .. . », Roma, 1953, pp. 419 ss.; LEFEBVRE, De exercitio potesÚltis iudicialis ... , 
pp. 435 y s. 
29. BERNARDINI, Problemi di contenzioso ... , pp. 367 y ss.; MELICHAR, O.C.; 
M<>RSDORF, O.C.; LEFEBVRE, o.C.; NOUBEL, Droit administratif de L'Eglise ctaholique, 
Toulouse, 1958. 
30. GOYENECHE, De distinctione inter ... , pp. 419 ss.; M<>RSDORF, De relationibus 
inter ... , pp. 339 s.; LEFEBVRE, De exercitio potestatis iudicialis ... : pp. 435 ss. 
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nales, en cuanto que son competentes para conocer cuestiones de 
naturaleza administrativa 31. 
La jurisdicción administrativa en la Iglesia es posible deducir-
la 32, de la existencia de una serie de órganos administrativos dota-
dos de una jurisdicción de naturaleza judicial idéntdca a la ejercida 
por los tribunales propiamente dichos. Para confirmar esta tesis se 
realliza un estudio analítico de las normas que regulan la competen-
cia de las Congregaciones, y de los órganos administrativos diocesa-
nos, de donde se deduce que todo un conjunto de procesos son hechos 
por autoridades administrativas, si bien el procedimiento es judicial, 
y en el mismo sentido la existencia del poder judicial se encuentra 
implicado por razón de las cuestdones tratadas y de las consecuen-
cias a las que conducen. Y esto es, precisamente, en 10 que consiste 
la jurisdicción administrativa, tal como la entienden en la mayor 
parte de las legislaciones seculares 83, Y cuya eXlÍstencia en el orde-
namiento canónico parece indudable 34. 
Mientras la concepción recién examinada, pretende encontrar 
la existencia de una jurisdicción admiinistrativa en la competencia 
atribuída a los propios órganos administrativos por el ordenamien-
to canónico, desde otro punto de vista se sostiene 85 que esta j~ 
dicción reside en los tribunales eclesiásticos en cuanto que son com-
petentes para conocer las demandas interpuestas contra los actos 
emanados por los órganos administrativos. Esta posición doctrinal 
encuentra en la legislación canónica, tanto en su versión histórica 
como actual, obstáculos düicilmente superables. Así, entre otras dis-
posiciones el c. 1601 prohibe taxativamente apelar contra las dis-
posiciones de los ordinarios al Tribunal de la S.R: Rota, cuya tincom-
petencia para conocer de estas cuestiones es absoluta. 
31. BERNARDINI, Problemi di contenzioso ... , pp. 380. s. 
32. LEFEBVRE, La iurisdiction administrative, p. 65. 
33. MELICHAR, en su obra Gerisbarkeit (pp. 82-112), recoge los tres tipos de ju-
risdicción administrativa que se conocen en los países germánicos: a) una jurisdicción 
que se ejerce en el interior de Ia Administración; b) una jurisdicción que se -ejerce 
sobre la Administración simultánea con una jurisdicción interna de ésta; si bien, esta 
segunda forma, se debe considerar imperfecta o impropia; c) una jurisdicción sobre la 
administración ejercida, ya sea por tribunales administrativos o judidales. El autor, 
considera que este . último es el único tipo de jurisdicción administrativa que puede 
admitirse. 
34. Esta postura defendida por M6RSDORF, LEFEBVRE .•• es rechazada, como insos-
tenible en el ordenamiento ,canónico, por MELICHAR, BERTRAMS, KOLSTER, ROBERTI. .. 
35. BERNARDINI, Problemi di contenzioso ... , pp. 367 Y ss. 
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Para obviar esta dificultad y en base a una sentencia rotal 36, 
se sostiene que contra un decreto del Ordinario es posible recurrir 
a la Congregación competente, o bien instaurar en primera instan-
cia el juicio ante el tribunal diocesano, siempre y cuando, por su 
misma naturaleza, la cuestión sea judicial. Contra la sentencia de la 
Curia se puede proponer, en cualquier caso, la apelación ante el Tri-
bunal de la Rota 37. Este Tribunal, por tanto, es competente para co-
nocer en apelación actos originariamente administrativos, lo que 
confirma la tesis de la existencia de una jurisdicción contenciosa-
administrativa en el ordenamiento canónico ubicada en el Tribunal 
de la S.R. Rota. 
Como se puede observar, esta laboriosa y ardua interpretación 
de la legislación canónica parte del presupuesto básico de excluir de 
la llamada jurisdicción contenciosa aquellos actos que por su propia 
naturaleza son administrativos, reduciendo el ámbito de esta juris-
dicción a los actos substancialmente judiciales, aunque por razón 
de la forma se reputen administrativos. Los actos administrativos en 
sentddo estricto, quedan -según esta concepción~ exentos del con-
trol jurisdiccional, lo que evidentemente parece pugnar con la natu-
raleza propia de la jurisdicción contencioso-administrativa, al me-
nos tal como se entiende en el derecho administrativo secular, don-
de se establece, p:reoisamente, como garantía de los derechos de los 
administrados contra los actos lesivos de la administración. 
Los resultados obtenidos por esta doctrina -que, por otra par-
te, no ha encontrado eco en la jurisprudencia rotal 38_, parecen, a 
la vista de las observaciones formuladas, demasiado limitados, en re-
lación . con el tortuoso esfuerzo :interpretativo que ha exigido su de-
mostración. ' 
8. El examen de las distintas posiciones doctrinales, con res-
pecto a los aspectos administrativos del ordenamiento canónico, se 
ha realizado sin pretensiones de agotar la materia, en el sentddo de 
exponer todos los problemas tratados en forma aislada o incidental 
por la doctrina, sino, más bien, con la intención de destacar y cen-
36. Sentencia «Molinen iurium», c. Prior, 17-6-1920. 
37. BERNARDINI, Problemi di contenzioso ... , p. 408. 
38. BERNARDINI, De exercitio potestatis ... , p. 448. 
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trar el tema en aquellos puntos a los que los autores han prestado 
una mayor atención. 
En este sentido, resulta obvio poner de relieve la preferencia 
que la doctrina ha sentido hacia la problemática de la conceptuali-
zación técnica de la potestad administrativa -tomando como cri-
terio de referencia la potestad juddcial-, y al tema de la jurisdicción 
contenciosa administrativa en Derecho Canónico. 
Es conveniente advertir, no obstante, que la doctrina no ha sido 
unánime a la hora de aceptar el planteamiento y las conclusiones del 
problema. Prescindiendo del absentismo de un gran número de cano-
nistas y de la variedad de opiniones que en relación con el tema se han 
formulado, la crítica contraria a la admisibilidad de aquella figuras 
en el ordenamiento canónico ha sido abundante 39. Las objeccd.ones 
han girado en torno a la imposibilidad de distinguir ambas potesta-
des de acuerdo con un criterio objetivo o subjetivo, ya que, ni las 
Congregaciones pueden considerarse como órganos administrativos 
en sentido estricto 40, ni tampoco es posible establecer en Derecho 
Canónico la dicotomía derecho-interés, que permita delimitar la com-
petencia entre los órganos judiciales y administrativos, de la misma 
forma que en la legislación civil 41. 
No se ha puesto, sin embargo, suficientemente de relieve la de-
bilidad del punto de partdda, en que de modo prevalente se ha apoya-
do la doctrina al estudiar estos problemas. Aunque con posterioridad 
se han estudiado otros supuestos legales, la polémica se centra en la 
interpretación de la atribución de competencias establecida por la 
Constitución "Sapienti Consilio", al pretender la doctrina identificar 
la actividad desarrollada por las Congregaciones, en cuanto que son 
competentes para conocer causas administrativas, con la actividad 
desplegada por un órgano administrativo estatal. Partiendo de esta 
asimilación se han aplicado los conceptos técnicos de la doctrina se-
cular a los supuestos concretos planteados por la aplicación de la ci-
39. KOSTLER, Kirchliche Verwaltungesgerichtsbarkeit, en .Zeitsch, f. off. Recht.», 
t. 18, Viena, 1938; MELICHAR, Gensbarkeit ... , pp. 134 ss.; VITALE, Note sul problema 
della distinzione fra giunsdizione ed administratione nel diritto canonico, en «11 Diritto 
Ecclesiastico», (1961, p. 312; UPRIMNY, de la distinción entre las funciones judicial y 
administrativa, en «Questioni attuali.. .• , Roma, (1955), p. 477; BERTRAMS, De potes-
tate iudiciali-administrativa in Ecclesia, en .Periodica de re ... », t. 34, pp. 210-230. 
40. MELICHAR, Gensbarkeit ... , pp. 134 ss. UPRIMNY, o.c. . 
41. VITALE, Note sul problema ... , pp. 332 Y ss. 
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tada Constitución. La adopción de estos criterios ha sido ciertamen-
te inadecuada porque la diferencia entre ambas actividades es ra-
dical. 
En efecto, la actividad de las Congregaciones, en el supuesto con-
creto a que se hace referencia, no es propiamente administrativa, sino 
procesal. La distinción de la competencia entre los Tribunales y las 
Congregaciones es formal -por razón del procedimiento- y no subs-
tancial. Este se deduce de las propias normas de la Consto "Sapienti 
Consildo" y del "Ordo Servandus in S. Congregationibus, Tribunali-
bus, Officis Romanae Curiae", donde se distingue entre competen-
cia judicial y no estrictamente judicial, correspondiendo a esta últi-
ma las "res gratiae" y las "causae administrationis ac disciplinae tra-
mite agitandis". Las Congregaciones son competentes para decidir 
derechos controvertidos que no requieran una investigación rigurosa 
de los hechos, es decir, la aplicación del sistema probatorio estricta-
mente judicial. La resolución de estos conflictos intersubjetivos se 
realiza a través de un proceso sumario, carente de la mayor parte de 
las formalidades judiciales, pero con una finalidad concreta: "ad 
iustitiam administradam" 42. En estas causas, las Congregaciones ac-
túan a modo de jueces -es decir en causa ajena- siendo su activi-
dad sustitutiva y no directa como sucede en la actividad administra-
tiva, hasta el punto de que en el ejercicio de esta función se constata 
el supuesto típico de la relación jurídico-procesal 43. Este hecho, por 
otra parte, ha sido puesto de relieve por la misma doctrina que sostie-
ne la posibilidad de individuar la potestad administrativa al preten-
der ver en esta actividad judicial la expresión más idónea de la eXlis-
tencia en el ordenamiento canónico de una jurisdicción administra-
.tiva localizada en las Congregaciones 44. 
La cOnfusión parece provenir de la consideración equívoca de 
que 10 q~e no es judicial es administrativo. El Código 45 contribuye 
42. Constitución .Sapienti Consilio», 1, 3. 
43. La doctrina canónica no identifica juicio y proceso. El proceso es un con-
cepto más amplio, que engloba el juicio y los procesos especiales o disciplinares. No 
obstante, parece factible establecer, en base al ordenamiento canónico, aquella equi-
valencia entendido el proceso como la institución a través de la cual se realiza la 
función judicial (vid. nota 47). 
44. MORSDORF, De relationibus inter .. . , pp. 399 Y ss. BERNARDINI, De exercitio 
potestatis ... , pp. 448 Y ss. LEFEBVRE, lurisdiction administrative, pp. 63 Y ss. 
45.C. 201 § 3. 
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en cierto modo a corroborar este equívoco al distinguir, como contra-
puesta, la potestad 'judicial y la no judicial o voluntaria y la doctrina 
por su parte se ha ocupado de identificar la potestad voluntaria y la 
administrativa 46. Esta equdparación implicaría que los demás proce-
sos no judiciales regulados por el Código de Derecho Canónico, deben 
ser cualificados como procesos administrativos. Pero esta afirmación, 
si se pretenden aplicar las categorías técrncas del Derecho Adminis-
trativo, carece de fundamento doctrina1. Pues es preciso tener en 
cuenta que, mientras en los procesos no-judiciales existentes en elor-
denamiento canónico se admite la solución de derechos litigiosos en-
tre partdculares y la decisión tiende a resolver, en sentido material, 
una controversia entre partes, la administración estatal solo puede 
conocer de las reclamaciones contra sus propios actos, en cuanto se 
suponen lesivos de derechos o intereses de los administrados. La ad-
ministración no resuelve en este sentido conflictos de derechos asu-
miendo el papel del juez; por el contrario, actúa como parte, privi 
legiada es cierto, que revisa sus propios actos de oficio o a instancia 
de los interesados. Se trata, en este sentido, más bien de un procedi-
miento, que la administración ha de observar imperativamente, que 
de un proceso, pues no aparece la figura técnica del juez independien-
te e imparcial. 
El proceso administrativo existe efectivamente cuando agotada 
la vía gubernativa, la admindstración es demandada ante una juris-
dicción distinta -contencioso-administrativa- para responder de 
sus propios actos. Aparece entonces la relación jurídica procesal ple-
namente configurada: la administración, como parte, el administra-
do como oponente, el tribunal como juez. 
La ' aplicación de los criterios de la ciencia del Derecho adminis-
trativo al ordenamiento canónico, de esta forma, resulta evidente-
mente dnadecuada, por haber sido aplicados a realidades radicalmen-
te distintas. Los procesos no-judiciales del ordenamiento canónico o 
son auténticos procesos y, en este caso, están fuera del ámbito pro-
pio del Derecho administrativo, o no son realmente procesos sino 
procedimientos y, entonces, será necesario estuddar si , reunen las ca-
racterísticas propias de los procedimientos administrativos para que 
46. MICHIELS, De potestate ordinaria et delegata. 
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puedan recibir la denominación de tales 47. Con esto, no se excluye la 
posibilidad de que existan procedimientos administrativos en el or-
denamiento canónico y que las Congregaciones o los órganos dioce-
sanos competentes no desempeñen una función administrativa; por 
el contrario, 10 que se pretende resaltar es que, tanto el punto de par-
tida como el método seguido por la doctrina es inadecuado, 10 que 
justif~ca plenamente el estado precario de los estudios sobre estos 
problemas, que, por otra parte, revisten una importancia cada vez 
mayor para la Ciencia del Derecho Canónico 48. 
Las observaciones hasta ahora formuladas no pretenden negar 
la existencia en la Iglesia de una actividad administrativa autónoma 
y jurídicamente relevante, sino más bien poner de relieve que, aparte 
la escasa atención que a estos estudios se ha prestado, la investiga-
ción se ha limitado a un simple transvase de las conclusiones alcan-
zadas por una determinada postura científico-jurídico-administrati-
va a la Ciencia canónica, 10 que, en definitiva, ha conducido a estu-
diar con preferencia la división de potestades en la Iglesia y la exis-
tencia de una jurisdicción contencioso-administrativa, que según esta 
postura venían considerados como presupuestos incuestionables para 
el estudio del Derecho Administramvo Canónico. 
No se prejuzga' en este caso la validez de la aportación de técni-
cas civilistas al Derecho Canónico, siempre que se observen las carac-
terísticas peculiares del mismo; se subraya, más bien, la vinculación 
a una determinada concepción jurídica, cuya validez, como ahora ve-
remos al estudiar su origen y las tendencias actuales, es puesta hoy 
en día en tela de juicio. 
47. El procedimiento se considera como un modo de sucesión, de orden y forma 
de proceder. Es, en cierto modo, la pauta que ha de seguirse para akap.zar un resul-
tado práctico. En este sentido, los órganos estatales desarrollan su actividad conforme 
a un procedimiento, ya que su actuar está sometido a una forma o sucesión de actos 
determinados jurídicamente. Existen, por tanto, en la esfera estatal, diversos proce-
dimientos: -legislativo, judicial y administrativo. El procedimiento administrativo expli-
Ca «la forma de integración de la voluntad administrativa» (Garrido Falla). Existe tam-
bién un procedimiento judicial distinto del proceso. Mientras el procedimiento tiene 
un carácter formal, el proceso viene a ser la institución a través de la cual se realiza 
la función jurisdiccional (GONZÁLEZ PÉREZ). De donde resulta que el proceso se con-
figura como la función judicial típica, distinta substancialmente de la actividad admi-
nistrativa. Resulta, por tanto, equívoco hablar de procesos administrativos, si no es 
con referencia a la actividad judicial en cuanto que conoce de las acciones interpues-
tas contra 10s actos de la Administración. 
48. Recientemente se ha referido a este tema FOLIGNO, Scienza amministrativa e 
Diritto Canonico en Raccoltadi scrittiin onore di Jemolo; v. 1, t. 1, Milán, 1963. 
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9. No supone una novedad decir que la Ciencia del Derecho Ad-
ministrativo está en crisis. Esta rama de la ciencia del Derecho, toda-
vía joven en relación con otras disciplinas jurídicas, se encuentra en 
estos momentos, y debido sin duda a su pujante vitalidad, someti-
da a una revisión de sus propios fundamentos científicos y de su mé-
todo de investigación. . 
El Derecho Administrativo, en su versión continental, debe su 
instauración a una serie de circunstancias políticas bien determina-
das. Ha sido la adopción del principio de división de poderes el que ha 
permitido individuar las distintas funciones estatales, reconducién-
do1as a órganos subjetivamente diferenciados, competentes, en prin-
cipio, tan sólo para realizar los actos que, por razón del poder de que 
estaban investidos, les correspondía. 
En este sentido, la determinación del ámbito del poder legislativo 
y del judicial no ofrecía mayores dificultades. Más difícil ha resulta-
do concretar la competencia del Poder Ejecutivo. En principio el úni-
co criterifJ posible de dJiscriminación pareció ser el negativo: a este 
Poder le correspondería todo 10 que resta una vez exc1uído 10 legisla-
tivo y 10 judicial. 
Aceptado inicialmente este criterio, todavía era necesario deter-
minar la ubicación propia de la Administración. Las soluciones adop-
tadas han sido diversas. Sin embargo, prescindiendo de esta polémi-
ca, se puede decir que en la actualidad se tiende a · considerar a la 
Administración como "una zona de la actividad desplegada por el 
Poder ejecutivo" .". Este poder no agota, sin embargo, su competencia 
tan sólo con la actividad administrativa, sino que en él se encuadra 
también la llamada actividad de gobierno. 
Delimitados, así. los distintos poderes del Estado y el ámbito de 
sus respectivas competencias, parecería lógico que se lograse la pre-
cisa delimitación de las funciones, realizando cada poder únicamente 
la actividad material que corresponde a su respectivo nombre. En la 
práctica, sin embargo, este principio no dejó de ser "una simple ten-
49. GARRIDO FALLA, Tratado de Derecho Administrativo, v. 1, Madrid, 1961, p. 29. 
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dencia jamás lograda plenamente" 50, hasta el punto de que el pl'lin-
cipio de división de poderes en la actualidad está en crisis, tanto por 
su raíz política y meramente circunstancial, cuanto por la asunción 
por los órganos de actividades ajenas a su competencia desde un pun-
to de VlÍsta material~l. 
Como consecuencia de la división de poderes, cuya finalidad po-
lítica primordial era la garantía jurídica de los individuos y de la 
libertad, surgió paulatinamente el sometimiento de la Administra-
ción a la ley y al poder judicial. 
Parece evidente que la garantía máxima de la libertad individual 
frente a la arbitrariedad de la administración resida, precisamente, 
en la sujeción de ésta a la ley. El principio de legalidad, así estable-
cido, ha evolucionado, ampliando su primitivo significado, con la 
inclusión del sometimiento de la Administración a sus propias nor-
mas. El régimen jurídico de la Administración viene determinado 
en consecuencia por las normas emanadas del Poder legiÍslativo y por 
las normas reglamentarias que dicta la propia Administración. 
Ahora bien, si el principio de la legalidad supone un notable 
progreso en relación con las garantías individuales, este principio po-
dría quedar vacío y sin contenido, si no encontraba una protección 
jurídica adecuada frente a la posible violación por parte de la Admi-
nistración de los derechos de los administrados. A este fin se arbitró 
el control jUTlisdiccional de la Administración, consistente en atribuir 
al Poder judicial la competencia necesaria para conocer las deman-
das interpuestas por los administrados contra la Administración. 
No parece necesario poner de relieve que estos dos principios, que 
se han convertido en presupuestos ~ncuestionables del Derecho Ad-
ministrativo, proceden de unas concretas circunstancias histórico~ 
políticas y obedecen al principio informador del Estado liberal: la 
defensa a ultranza de la libertad individual 52. 
50. GARRIDO FALLA, Tratado ... , p. 29. 
51. GARcfA TREVIJANO, Curso de Derecho Administrativo, Salamanca, 1961, p. 52. 
52. «El Derecho Administrativo se ha forjado a través de un largo proceso de 
luchas y polémicas cuyo motor no ha sido ciertamente la obsesión lógica de un sistema 
jurídico, sino la pasión política, el influjo constitucional, de tan fuerte peso para 
nuestro derecho, las vicisitudes y los altibajos históricos y sobre todo la necesidad de 
resolver problemas concretos planteados como inaplazable menester (Villar Palasi, Pró-
logo a la Reforma Adm .. . , p. 30). 
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Las circunstancias políticas, sin embargo, han cambiado y el 
viejo Estado liberal ha sido sustituído por el Estado social. El papel 
a . desempeñar por la administración lógicamente ha cambiado tam-
bién. La intensa actividad que actualmente realiza la Administra-
ción, pugna con el entrevaramiento normativo a que está sometida 
y, en consecuencia, el Derecho Administrativo, que estudia a la Ad-
ministración desde un punto de vista patológico, meramente negati-
vo, de limitaciones jurídicas, está evidentemente en crisis 58. 
Esta situación ha obliigado a los administrativistas a revisar su 
propio método de investigación y las bases científicas en que hasta 
ahora se habían apoyado 54, lo que tal vez llevará consigo la posible 
jubilación del método dogmático-jurídico, hasta ahora utilizado, que 
venía predeterminado por una serie de matices políticos e impreg-
nado de sabores filosóficos hoy ya superados. 
En este sentido, el problema del Derecho Administrativo tiende 
a plantearse desde el punto de vista de la ciencia de la Administra-
ción. El traslado del problema obedece a la propia exhuberancia de 
la Administración moderna, que perdiendo el carácter apolítico y 
aséptico que la caracterizaba, tiende a confdgurarse como empresa 
pública intervencionista y acentuadamente social. 
Se vuelve, así, a una concepción más amplia del Derecho Admi-
nistrativo que, rompiendo el hermetismo impuesto tras la Revolución 
francesa, trata de enriquecer su propio contenido estudiando la ad-
ministración no como una mera creación jurídica, sino como un va-
nado conjunto de factores: políticos, sociológdcos, organizativos, etc., 
que han de ser tomados en consideración. 
De esta forma los estudiosos del Derecho Administrativo, lejos de 
predeterminar desde un punto de vista jurídico lo que sea la Admi-
nistración, buscan lo que hay en ella de jurídico, realiizando el acota-
miento de la realidad que por su condición de jurista les corresponde 
investigar. 
Esta concepción de la Ciencia del Derecho Administrativo, le 
53. OTTO NASS, Reforma administrativa y Ciencia de la Administración, pp. 
47 Y ss. 
54. Existen numerosos trabajos en este sentido. Son especialmente sugestivos: 
GARRIDO FALLA, Dos métodos en el estudio de la Administración Pública, Sevilla, 1961; 
GARcfA DE ENTERRIA, La Administración española, Madrid, 1961. 
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permite salir de los angostos criterios fonnalistas, en que se había su-
mido y remontarse a épocas y ciencias, consideradas hasta ahora de 
imposible asimilación. Así, para entender el fenómeno de la organi-
zación se estudia el Derecho Romano y de modo especial el Derecho 
Canónico 55, y para · comprender los aspectos políticos-sociales de la 
Administración se retoma a las viejas doctrinas cameralistas, y se 
estudia el régimen administrativo anglosajón, del que se había des-
vinculado totalmente. 
10. El carácter relativo y circunstancial de los principios ins-
piradores del derecho administrativo continental limitan considera-
blemente el ámbito de aplicación de las construcciones jurídicas de 
esta Ciencia. Los conceptos técnicos, elaborados por sus cultivadores, 
carecen de validez universal por razón de los presupuestos en que se 
apoyan y, por tanto, su aplicación a los ordenamientos jurídicos, que 
no han incorporado aquellos principios, dificilmente puede conducir 
a resultados positivos. 
Esta circunstancia explica los resultados infructuosos obtenddos 
por la doctrina al intentar aplicar los esquemas del derecho adminis-
trativo continental al ordenamiento canónico. En efecto, los estu-
dios sobre la distinción de las potestades eclesiásticas· y los esfuerzos 
en demostrar la existencia de uría jurisdicción administrativa en la 
Iglesia, mueven a pensar en la preocupación de sus autores de inten-
tar eliminar las dificUltades, que planteaba la aplicación del método 
dogmático-jurídico, a la hora de determinar las bases científicas del 
Derecho Administrativo Canónico. Conforme a ese criterio, las posi-
bilidades de esta ciencia dependerán estrechamente de la vigencia o 
no, en el Derecho de la Iglesia, de unos postulados que, nacidos al 
amparo de unas circunstancias políticas, se habían convertido en 
principios absolutos de la Ciencia del Derecho Administrativo. 
Pretender fundamentar el Derecho Administrativo Canónico so- . 
bre estos principios era tarea, si no imposible, al menos francamente 
difícil. La Iglesia, es bien sabido, permaneció ajena a las influencias 
políticas de la Revolución francesa, y conservó su estructura orgánd-
ca tradicional, cimentada en la concentración de poderes en la perso-
55. JEMOLO, Stato, Chiesa e loro organi, in Riv. dis. pubblico, 1942, p. 176; GAR-
dA DE ENTERRIA, Dos estudios sobre la usucapión, 1955; ESPÓSITO, Organo, ufficio e 
soggettivitá dell'ufticio, 1932. 
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na del Romano Pontífice con carácter universal, y en la de los Obis-
pos a nivel diocesano. Por esta razón se comprende que los intentos 
realizados en este sentido no hayan obtenido resultados positivos y 
que las posiciones irreductibles, que al respecto se han adoptado, ha-
yan contribuido a depreciar el interés del tema y, en cierto modo, a 
cerrar el camino a ulteriores investigaciones. 
En la actualidad, sin embargo, la apertura de horizontes que 
ofrece la Ciencia del Derecho Administrativo, estimula a replantear 
el tema y a sugerir una nueva orientación en el tratamiento de estos 
estudios. 
La perspectiva histórica permite hoy observar que el gran ha-
llazgo de la reforma napoleónica no ha sido tanto el principio político 
de la división de poderes, como el descubrimiento en materia de 
organización de la distinción de funciones, que ha permitido indivi-
duar ' científicamente una actividad, que existente antes, no había 
sido configurada técnicamente, ni delimitada en sus contornos pre-
cisos. Nos referimos, como es lógico, a la actividad administrativa. 
En este sentido, es dable afirmar que, si bien la separación de 
poderes ha quedado reducido a un principio teórico difícilmente apli-
cable en la práctica 56, sin embargo, ha contribuído eficazmente a 
delinear con precisión la figura de la Administración pública, desde 
el ángulo de la Ciencia de la organización. Este hecho ha sido ponde-
rado por Tocqueville al afirmar que "es verdaderamente extraño que 
en el seno de una Sociedad tan ilustrada (el Antiguo Régdmen) y 
donde la Administración pública gozaba ya desde antiguo un papel 
tan caracterizado, no se ocurriese nunca resumir los dos sistemas, 
distinguiendo, sin separarlos, el poder que debe ejecutar del que debe 
supervdsar y decidir. A esta idea que tan simple parece, no se llegó 
nunca; ha sido un hallazgo de este siglo. Es, por así decirlo, el único 
gran descubrimiento en materia de Administración pública que nos 
es propio" 57. 
Es curioso observar, sin embargo, cómo este descubrimiento ha 
sido utilizado por los administrativistas, para elaborar una serie de 
56. Vid. núm. 9 de este trabajo. 
57. L' Ancien Régimen et la Revolution, Oeuvres. complétes, Gallimai'd, Paris, 
1962, pp. 237~8. Recoge este texto y lo 'comenta G. ENTERRIA, ·en La Administración 
española, Madrid 1961, pp. 58~59. 
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conceptos fonnales en los que priman los aspectos jurídicos de la 
individuación e independencia de poderes y la defensa de las garan-
tías de los ciudadanos. con menoscabo de una visión realista de la 
Administración. Esta quedó absorbida por el Derecho y "pasó de ser 
un acontecer histórico a ser una naturaleza muerta jurídica, que con 
frecuencia sólo er~ interesante en los marcos dialécticos del sistema 
de interpretación de la ley, sumamente pe-sonal, de cada uno de 
los doctos" 5S. 
Pero, la Administración es algo más que el conjunto de limita-
ciones jurídicas en que se trata de circunscribir su actividad. La 
Administración es un complejo de hechos y relaciones de diversa 
naturaleza, que exhorbitan, en gran medida, el objeto propio del 
Derecho. Por 10 que resulta cabal indicar que la función de la ciencia 
jurídica ha de reducirse al estudio de los aspectos jurídicos de la 
Administración, mientras que la explicación de las relaciones funda-
mentales de los elementos de la actividad administrativa corres-
ponde a la Ciencia de la Admdinistración. 
En base a este criterio, el Derecho Administrativo no puede con-
figurarse como el resultado de una serie de presupuestos que condi-
ClÍona su propia existencia, sino, simplemente, como el Derecho de la 
Administración, y, en consecuencia, donde exista administración 59, 
se dará obviamente un Derecho Administrativo, que estudiará preci-
samente las relaciones jurídicas en las que aquélla ~ntervenga 60. 
De este modo, los principios de legalidad, control jurisdiccional 
y el tan citado de la individuación orgánica del poder administrativo, 
no serán, pues, supuestos condicionantes de la existencia del Derecho 
Administrativo, sino que, en la medida en que sean aplicables y ha-
bida cuenta de las peculiaridades propias de cada ordenamiento, 
supondrán un mayor grado de perfeccionamiento del sistema jurí-
dico aplicado. 
Entendido así, el Derecho Administrativo presenta característi-
cas de validez universal y ofrece la posibilidad de hacer viable la 
58. OTTO NAS, o.c., p. 114. 
59. Se hace referencia a la Administración de las organizaciones superiores, es 
decir, de las sociedades soberanas e independientes. 
60. La doctrina exige, para que exista una relación jurídi ~o-administr;¡tiva, que 
la administración intervenga, no como un particular, sino con «imperium •. 
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pretensión expuesta por la doctrina de constituir una teoría general 
del Derecho Administrativo. 
En 10 que concierne al Derecho Canónico, este planteamiento 
permite salir de los angostos límites de la polémica entablada y orien-
tar la investigación por nuevos derroteros. 
A este respecto el estudio de la organización eclesiástica 81, con-
siderada como "el conjunto de normas que regulan las atribuciones, 
la composición y el funcionamiento de un aparato administrativo" 82, 
pondrá de relieve la naturaleza de las atribuciones y competencia 
de la es~ructura orgánica y simplificará el problema de la indivi-
.duación de la actividad administrativa de la Iglesia, exentos del pre-
juicio de constatar la naturaleza de la actividad en función del ór-
gano, si s~ observa que aquélla se presenta "como una función, con 
la. que un oficio desarrolla una actividad directa inmediata en rela-
ción al fin de la Iglesia, o incidiendo sobre la organización de ésta, 
o proveyendo a nombrar una persona física aun oficio eclesiástico; 
o actuando incluso exteriormente la consecución de aquel fin, o pro-
curando una más completa y eficaz actuación de la voluntad del 
. Divino Fundador con la constitución de asociaciones religiosas y, en 
fin, con cualquier actividad que ... provea a las exigencias de los 
fieles unidos por el fin ultraterreno propuesto a la Iglesia" 83. 
El contenido del Derecho Administrativo se estima, desde esta 
nuevá perspectiva, fácdlmente constatable. En principio, resulta evi-
-dente que es posible individuarlo en las normas de organización 84; 
de acción, tanto con respecto al fin como al procedimiento 65; yen las 
61. ·CONSOLI, L'attivita amministrativa della Chiesa nel diritto canonico, Milán, 
1961, MOONEY, Principios de organización, Madrid, 1958. 
62. GARcfA TREVIJANO, Principios jurídicos de la organización administrativa, 
Madrid, 1957. 
63. CONSOLI, O.C., p. 23. 
- 64: El estudio de la organización permitirá resolver importantes · problemas que 
tiene hoy planteada la ciencia canónica. La naturaleza jur~dica del oficio y su función 
en la organización, el proceso sucesivo de atribución de poder a estas instituciones 
básicas de la organización eclesiástica, la relación entre ofido y titular son temas que, 
desde esta perspectiva, revisten un interés indudable. 
65. Existen en el ordenamiento canónico numerosos procedimientos que pueden 
ser calificados de administrativos; sin embargo, no se puede hacer una afirmación ta-
xativa dada Iacarenda de estudios en este sentido. Es reseñable, no obStante, destacar 
la eficaz labor de NOUBEL, que ha estudiado con singular detenimiento numerosos pro-
cfiedimientos contenidos en el Código de Derecho Canónico recogidos en los siguien-
tes trabajos: Procédures administratives éparses dans le Code de Droit Cano1'lique non 
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relaciones jurídicas que se originen como consecuencia del desarrollo 
del ejeroicio de la actividad administrativa 88. 
La investigación de las in$tituciones canónic~ encuadlI'ables 
dentro de los criterios señalados, contribuirá eficazmente al desarro-
llo de esta rama jurídica y a prestar considerables aportaciones a la 
Ciencia del Derecho Administrativo Comparado, como ha sucedido 
en épocas no lejanas a nosotros 67. 
11. Alcanzadas estas conclusiones, parece llegado el momento 
de enjuiciar las aportaciones de la IX Semana de Derecho Canónico, 
que han originado, precisamente, este comentario. 
El criterio, que había de animar estos trabajos, anunciado, en 
el prólogo del volumen que los recoge, por el Prof. Echevama, preten-
de sitUar los estudios administrativos en un. nuevo marco. Se precisa, 
así, como punto de partida la administración eclesiástica y se inten-
tan estudiar . los diferentes aspectos jurídicos de la misma, entre los 
que destaca, por su especial importancia, la faceta organizativa de 
la Iglesia. 
La conclusión que se deduce, sin embargo, de la lectura de los 
trabajos es, precisamente, la carencia de la debida armonía entre el 
enfoque general que se había indicado y el contenido de las ponen-
cias. En efecto, del examen atento de estos estudios se revela que en 
rassemblées dans la lIl.a partre du livre IV, «Revue de. droit 'canonique», (1957), 137-
161; Le recours administratifs dans le code de droit canonique, «Revue de droit cano-
niqtle. (1960), pp. 67 ss.; Procedures administratives in • Rev. de Droit Canonique. 
t. 1, (1951), pp. 146-180; Le retrait d'emploi non disciplinaire appliqué aux curés. «Bull. 
Litt. ecct .• Toulouse, 1951), n.O 2, p. 94 a 121; Le déplacement des curés pour promo-
tion. «R.D. Can.», t. 1, (1951), p. 389 á 407; Les proceduresdisciplinaires ecclesiasti-
ques: un cas type, la procedure contre les cleres non .résidents in Rec. Acad. Legisla-
tion, Toulouse, 1952; La suspense ex informata conscientia des cc. zz87-z194, «R.D. 
Canonique., (1955), p. 307-330; Proc. disco des cc. zz8z-Z18S (cleres negligentes), .R.D. 
Canonique», (1955), p. 56-72. Como resultado de estos estudios ha publicado un tra-
bajo bajo el título Droit Administratif de L'Eglisecatholique, (Toulouse, 1958). NOUBEL, 
califica estos procedimientos . como administrativos y de ellos deduce la noción de ac-
tividad discrecional, interés del servicio (representativo del interés público), autoridad 
discrecional ejercida .«ad normam iuris» y otras notas características del Derecho Ad-
ministrativo, tales como el proceso contencioso. 
66. GARRIDO FALLA, Dos métodos en el estudio de la Administración Pública, Se-
villa, 1961, p. 77. . . . . 
67. La influencia del Derecho Canónico en el Derecho Administrativo · ha sido de 
gran importancia. No es necesario poner de relieve que el origen de algunas institucio-
nes básicas de la ciencia jurídico-administrativa (el · órgano, la afectación etc.) es deci-
didamente canonista. 
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algunos casos se hace referencia a problemas estrictamente socioló-
gicos y se concluyen en el preciso momento en que se hacía preciso 
plantear los problemas jurídicos 68. En otros casos se parte de la idea 
de que la materia tratada no tiene rel~ción alguna con lo que se 
podría llamar Derecho Administrativo Canónico 69 y en otros, plan-
teado el problema en términos estrictamente jurídicos, se deja sin 
contestar el interrogante de si la materia tratada · pertenece o no al 
Derecho Administrativo Canónico. Así, por ejemplo, no se ha inten-
tado. siquiera esbozar una solución al problema de si las asociaciones 
de fieles y los Institutos Seculares deben ser encuadrados en esta 
rama jurídica o en el derecho de personas 70. 
Otra cuestión que resulta imprecisa es la distinción entre Curia 
episcopal jurídica y C.uria episcopal pastoral 71. El criterio de distin-
ción parece subsumirse de su regulación o no por el Código de Dere-
cho Canónico. Ahora bien, este criterio resulta poco técnico, por 
cUanto las numerosas normas analizadas por el ponente al estudiar 
la Curia episcopal pastoral ponen claramente de manifiesto el ca-
rácter jurídico de la misma. En este sentido, sería, tal vez, más pre-
ciso referirse al carácter pastoral unlitario que, por razón de su pro-
pio fin, reviste. la Curia pastoral, y considerar en su conjunto los 
aspectos jurídicos de la misma, corno consecuencia de las normas 
que la regulan, ya estén éstas contenidas en el Código o fuera del 
mismo. 
Otras ponencias 72, sin embargo, ciñéndose más al tema que nos 
ocupa, reiteran los conceptos de división de poderes, jurisdicción 
administrativa, etc., planteando la misma temática y aplicando los 
mismos criterios de la doctrina precedente y que con anterioridad 
han sido criticados 78. 
Las ponencias, en resumen, o bien no responden al título que 
las recoge: Derecho Administrativo Canónico o no se han sumado a 
68. SETIEN, Organización de las Asociaciones Sacerdotales. 
69. LOMBARDfA, El estatuto personal en el ordenamiento canónico. 
70. PIÑERO CARRIÓN, Problemática actual sobre los Institutos seculares y ALONSO 
LOBO, Organización de las asociaciones de fieles. 
71. ECHEVERRÍA, Curia Episcopal Pastoral y G. FAILDE, Curia · Episcopal lurldica. 
72. . URRUTIA, El campo administrativo de la actividad de la Iglesia y SANZ VILLAL-
BA, La Curia Romana, 6rgano de la Administraci6n de la Iglesia. 
73. Vid. núm. 10 de este trabajo. 
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la orientación que se pretendió dar a la Semana. Estas consecuen-
cias, sin embargo, están hasta cierto punto justificadas, ya que hay 
que tener en cuenta que el carácter general de los temas y la ausen-
cia casi total de estudios básicos, que pudieran servir de fundamento 
para el desarrollo de las ponencias, ha conducido necesariamente a 
sus autores a moverse dentro de los esquemas ya elaborados por la 
doctrina o a detenerse en los presupuestos metajurídicos de aquella 
disciplina. 
En conclusión, se puede afirmar que el mérito notable de la 
I Semana Española de Derecho Canónico reside en la ol'lientación 
que se le ha pretendido dar, en un intento de incorporarse a las nue-
vas tendencias del Derecho Administrativo. Si bien las ponencias no 
han respondido en conjunto a esta idea, al rehuir el planetamiento 
juríddco-administrativo que era conveniente adoptar, sin embargo, 
no cabe la menor duda que han contribuídoa precisar los perfiles de 
lla Administración eclesiástica, una compleja realidad que hoy se 
presenta como problemática, tanto por el incremento en nuestros 
días de las diversas actividades de la Iglesia, cuanto por la carencia 
de linvestigaciones previas, que permitan individualizar y concretar 
esta figura. 
JosÉ ANTONIO SoUTO PAZ 
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